TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, diez de agosto de dos mil nueve.

Acta No. 371 del 10 de agosto de 2009.

Expediente 66001-31-10-004-2007-00800-01
Decide la Sala el recurso de apelación que interpuso el vocero judicial de la señora Liliana Gallego Loaiza, contra la sentencia de fecha 23 de julio de 2008, proferida por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, en el proceso ordinario que propuso contra José Reinaldo Arias Brito. 

ANTECEDENTES 

1) Pretende la demandante se declare la existencia y disolución de una sociedad patrimonial, como consecuencia de la unión marital que durante veinticuatro años entre ella y el demandado se prolongó, tiempo durante el cual se constituyó un patrimonio, que ahora se pretende liquidar.
2) Como hechos constitutivos de la causa petendi se invocan los que a continuación se sintetizan:

a.- En el año de 1979 los señores Liliana Gallego Loaiza y José Reinaldo Arias Brito iniciaron una convivencia marital, con todas las apariencias de matrimonio en el ámbito personal y social; unión de la cual nacieron sus tres hijos, en la que ambos trabajaban para solventar los gastos propios de la familia y la adquisición de bienes. 
b.- La unión marital de hecho terminó por mutuo acuerdo el 4 de octubre de 2003.

c.- Como consecuencia de tal unión surgió una sociedad patrimonial que construyó un patrimonio conformado por los bienes que describe, la que debe ser declarada disuelta para proceder a su liquidación.

3) La demanda se admitió por auto del 26 de octubre de 2007 y posteriormente se decretó su inscripción en el folio de matrícula inmobiliaria No. 290-22830 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira.
4) Trabada la relación jurídico procesal, el demandado, actuando por conducto de apoderado judicial, dio respuesta al libelo. Aceptó parcialmente los hechos de la demanda; se opuso a las pretensiones y como excepción de mérito propuso la de prescripción.

5) Sin resultados prácticos se realizó la audiencia que prevé el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil; luego se decretaron y practicaron las pruebas solicitadas y posteriormente se dio traslado a las partes para alegar, derecho del que ambas hicieron uso.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se profirió el 23 de julio de 2008. En ella, el señor Juez Cuarto de Familia de Pereira negó las pretensiones y declaró probada la excepción de prescripción porque de conformidad con las pruebas recogidas, la unión marital de hecho pregonada en la demanda terminó en octubre de 2003 y la demanda con la que se promovió la acción se presentó el 12 de octubre de 2007, pasado más de un año desde cuando la relación terminó. 
RECURSO DE APELACION 
Inconforme con el fallo la demandante lo impugnó. Critica la valoración probatoria hecha por el juzgado en cuanto otorgó plena credibilidad a los hechos que sustentaron la excepción propuesta, pero no tuvo en cuenta la prueba testimonial que se recaudó a instancias suyas, con la que se demuestra que la pareja continuó su comportamiento social y familiar hasta el 20 de julio de 2007 cuando el demandado sacó todos sus objetos personales de la casa; no se consideró la tacha de sospecha que formuló respecto de algunos testimonios y fueron apreciadas declaraciones extrajuicio que no fueron objeto de ratificación. 
CONSIDERACIONES

1) Los presupuestos procesales para proferir sentencia de mérito se encuentran satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

2) Además las partes están legitimadas en la causa.
3) Pretende la actora por medio de la acción propuesta, se declare la existencia de la sociedad patrimonial con el demandado, como consecuencia de la unión marital de hecho entre ellos existió.
La ley 54 de 1990, por medio de la cual se concedieron efectos a las uniones maritales de hecho, dice en el artículo 1º que a partir de su vigencia y para todos los efectos civiles así se denomina la formada entre un hombre y una mujer o personas del mismo sexo, de acuerdo con la sentencia de exequibilidad C-075 del 7 de febrero de 2007 proferida por la Corte Constitucional, que sin estar casados hacen una comunidad de vida permanente y singular, disposición de la cual se deducen los requisitos que deben reunirse a efectos de obtener su reconocimiento judicial.

De otro lado, los presupuestos para que se configure una sociedad patrimonial entre compañeros permanentes los señala el artículo 2° de la misma ley cuando expresa que ella se presume cuando la unión ha tenido una duración mínima de dos años en el evento de que ninguno de los miembros de la pareja tenga impedimento para contraer matrimonio, pues de ser lo contrario, se exige además que la sociedad o sociedades conyugales anteriores se hayan disuelto previamente.

Para construir la presunción legal de sociedad patrimonial entre compañeros permanentes la ley toma como punto de partida la unión marital de hecho específica, que constituye presupuesto indispensable de la referida sociedad. Sobre ese aspecto se pronunció la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 12 de diciembre de 2001, con ponencia del Dr. Jorge Santos Ballesteros:  
“La comunidad de vida, o comunidad vital o consorcio de vida, es pues un concepto que como acaba de apreciarse está integrado por elementos fácticos objetivos como la convivencia, la ayuda y el socorro mutuos, las relaciones sexuales y la permanencia, y subjetivos otros, como el ánimo mutuo de pertenencia, de unidad y la affectio maritalis, que unidos además a la descendencia común y a las obligaciones y deberes que de tal hecho se derivan, concretan jurídicamente la noción de familia. Destaca la Corte como derivado del ánimo a que se ha hecho referencia, deben surgir de manera indubitable aspectos tales como la convivencia de ordinario bajo un mismo techo, esto es la cohabitación, el compartir lecho y mesa y asumir en forma permanente y estable ese diario quehacer existencial, que por consiguiente implica no una vinculación transitoria o esporádica, sino un proyecto de vida y hogar comunes que, se insiste, no podría darse sin la cohabitación que posibilita que una pareja comparta todos los aspectos y avatares de esa vida en común...”.

Según esa doctrina, la comunidad de vida de que habla la ley al tratar de la unión marital de hecho exige como elemento esencial y objetivo la cohabitación, tomada en el sentido de compartir la misma residencia o vivienda y es ese elemento estructural que debe darse para que se configure la unión marital de hecho, pero además consagra un elemento subjetivo, traducido en la existencia de un vínculo con todas las apariencias de matrimonio que evidencie la entrega común de cuerpos y alma, la intención de formar un hogar.

No existe controversia respecto a la existencia de esa especial relación entre las partes en litigio desde 1979 hasta el 4 de octubre de 2003. Ese fue el marco temporal en el que la demandante ubicó los hechos que sirven de fundamento a sus pretensiones, lo que aceptó el demandado al responderlos. En tal forma se produjo su confesión de acuerdo con el artículo 197 del Código de Procedimiento Civil que considera válida la que se realiza por medio de apoderado cuando para ese fin ha recibido autorización de su poderdante que se presume, entre otros casos, para contestar la demanda. Esa confesión debe ser apreciada porque reúne los requisitos del artículo 195 de la misma obra.

Confirma esa confesión, la existencia de Juan David, Heidy y Erika Arias Gallego, hijos de las partes en conflicto, debidamente reconocidos por el demandado, cuyos nacimientos se produjeron los días 5 de agosto de 1989, 29 de julio de 1984 y 16 de enero de 1983, como lo demuestran de manera idónea los documentos de origen notarial que obran a folios 3 a 5 del cuaderno principal.
Además de esa prueba, los testimonios oídos en la etapa probatoria dieron cuenta de la relación marital que existió entre las partes, aunque aquellos que fueron escuchados a instancias de la demandante expresaron que sus efectos se extendieron hasta el 20 de julio de 2007; mientras que quienes declararon a solicitud del demandado afirmaron que esa relación terminó en octubre de 2003.

Pretende la demandante se tenga la primera de tales fechas como aquella en que se puso término a la relación marital, para el efecto de obtener la revocatoria del fallo que declaró prescrita la acción con fundamento en que fue en la segunda cuando finalizó.  
El artículo 305 del Código de Procedimiento Civil dice que la sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y las pretensiones  aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que ese código contempla, sin que pueda condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto de lo pretendido en la demanda, ni por causa diferente a la invocada en ésta. Es lo que se conoce como el principio de congruencia. 

Sobre el tema, dijo la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia:  

“...Para definir la controversia que se le plantea, el juez civil debe circunscribirse a la demanda y a su contestación, pues con la primera el demandante determina qué es lo que pretende y por qué, esto es, cuáles son los hechos que le dan derecho a pedir lo que deduce en las pretensiones. A su vez, el demandado, cuando en ejercicio de su derecho de defensa contesta los hechos que el demandante expone como fundamentos de sus pretensiones, negándolos, aceptándolos o aclarándolos, o exponiendo unos nuevos, perfila aún más ese marco dentro del cual el juez ha de buscar la verdad y fallar, de modo tal que la sentencia en su parte resolutiva no deberá salirse de ese marco, que la ley acrecienta al permitirle, como excepción al principio que se está explicando, incluir y declarar las excepciones que aparezcan probadas en el proceso, a pesar de no haber sido alegadas si son declarables de oficio, pero lo limita a declarar unas precisas excepciones sólo si fueron expresamente alegadas. Un fallo pronunciado dentro de esas directrices, se dice, es congruente. 

“Por tanto, si el juez, en la parte resolutiva de la sentencia que profiere, condena a más de lo pedido (ultra petita), o a lo no pedido (extra petita), o no resuelve todo o parte de lo pedido (citra petita) produce una fallo disonante o incongruente. Y aún más, cuando el juez tiene en cuenta hechos distintos a los invocados en la demanda, que es el caso que plantea el censor en este cargo, también expediría un fallo disonante, atacable en casación por virtud de lo consagrado en el numeral 2º del artículo 368 del Código de Procedimiento Civil. 

“De lo anterior se deduce que para apreciar la disonancia de un fallo en punto de los hechos aducidos en la demanda, deberán compararse estos hechos y los que tomó en cuenta el sentenciador con el fin de verificar si, en desacato a lo normado en el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, se apartó de los hechos de la demanda  y supuso otros en que fundó su declaración...”
 

En consecuencia, para que la sentencia resulte congruente, debe decidir solo sobre los temas sometidos a la decisión del juez, con fundamento en los hechos que sustentan las pretensiones y las excepciones. De emitir el juez un fallo con apoyo en circunstancias fácticas que no se le dieron a conocer o de pronunciarse sobre peticiones que no fueron puestas a su conocimiento, resultaría seriamente lesionado el derecho de defensa del demandado. 

La congruencia fáctica, para hacer referencia a lo que en este caso interesa, es exigencia que tiende a garantizar que la sentencia proferida guarde simetría con los supuestos de hecho sobre los cuales se edificaron las  pretensiones y se satisface cuando la actividad del juez a ellos se limita, pues son esos los extremos que trazan el marco y ámbito de su labor. En relación con los motivos que integran la causa para pedir ejercita el demandado su derecho de defensa y sin lesionarlo no puede llamársele a responder de manera sorpresiva por unos hechos que no fueron invocados como sustento de las peticiones y respecto de los cuales no pudo ejercer su derecho a controvertirlos.

Como se dejó plasmado, la actora, en la demanda propuesta, solicitó se declarara que entre ella y el demandado existió una relación marital de hecho que tuvo sus inicios en el año de 1979 y terminó el 4 de octubre de 2003, fruto de la cual surgió una sociedad patrimonial cuya existencia y disolución solicita sean declaradas.

Sobre los hechos que sirvieron de sustento a las pretensiones se pronunció el juez de la causa en la sentencia impugnada y no podía obrar de otra manera, partiendo de fecha diferente a la que plasma el escrito con el que se promovió la acción como aquella en que finalizó la unión marital, pues dentro de las facultades del  juzgador no está la de suplir una actividad propia del demandante, llamada en primer lugar a fijar los extremos en que se ha de desarrollar el debate. 

Así las cosas, ni aún aceptando en gracia de discusión que estuviese demostrado el hecho sobre el que cimienta la demandante su impugnación, es decir, que la relación marital que tuvo con el demandado se extendió hasta el mes de julio de 2007,  la regla de congruencia en los fallos impuesta al juez, impide sustentar la decisión en hechos distintos de los consignados por la actora en su demanda.
Vana entonces resulta la tacha que se formuló respecto del testimonio que rindiera la señora Laura Rosa Arias de Quintero por ser hermana del demandado, pues no hizo otra cosa que confirmar con sus aseveraciones los relatos de la demandante, quien considera sospechosas sus versiones, contenidas en el escrito con el que se inició la acción.  En esas condiciones no puede concluirse que en su ánimo cobró más fuerza el dar una declaración parcializada que colaborar con la justicia.

Se declarará entonces infundada la tacha, aspecto sobre el que se adicionará la sentencia porque el funcionario de primera instancia omitió pronunciarse al respecto.
Por tanto, como las pruebas practicadas demuestran con seguridad que  efectivamente las partes en litigio sostuvieron una relación de naturaleza marital, entre ellos existió un vínculo con todas las apariencias de matrimonio, hubo entrega común de cuerpos y alma, conformaron un hogar, tuvieron una comunidad de vida permanente y singular entre el año de 1979 y el 4 de octubre de 2003, puede considerarse suficientemente acreditada la unión marital de hecho específica.

4) Ahora, resulta menester determinar si tal unión cumple los requisitos del artículo 2º de la Ley 54 de 1990 para que produzca consecuencias patrimoniales.

Uno de ellos lo constituye el plazo bienal y como lo demuestran las pruebas recogidas para demostrar los hechos en que se sustentaron las pretensiones, ella tuvo una duración superior a dos años, pues comenzó aproximadamente en 1979 y terminó el 4 de octubre de 2003.
Exige también la ley que los compañeros permanentes no tengan impedimento alguno para contraer matrimonio o que de existir alguno, la sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas antes de la unión.  En este caso particular ninguna prueba se arrimó al proceso que acreditara que alguno o ambos compañeros tenían vínculo matrimonial anterior o sociedad conyugal vigente y como no hubo controversia al respecto, se considera acreditado también ese requisito.

Lo hasta aquí expuesto es suficiente para sostener que entre los citados existió la unión marital de hecho pregonada en la demanda, la que inicialmente produjo consecuencias patrimoniales.

5) Sin embargo, el demandado propuso como excepción de fondo la de prescripción, con fundamento en que la acción se promovió cuando había vencido el término para ello.

El artículo 8 de la Ley 54 de 1990 textualmente dice:

“Las acciones para obtener la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, prescriben en un año, a partir de la separación física y definitiva de los compañeros, del matrimonio con terceros o de la muerte de uno o de ambos compañeros.”

En el caso bajo estudio, desde la fecha en que terminó la unión, el 4 de octubre de 2003, como expresamente se consignó en el escrito por medio del cual se promovió la acción y aquella en que se presentó la demanda, el 12 de octubre de 2007, de acuerdo con la constancia que obra a folio 14 del cuaderno principal, corrió un término superior a un año y en consecuencia, se produjo la prescripción de la acción, razón por la cual la excepción propuesta estaba llamada a prosperar.
CONCLUSIONES
Tuvo entonces razón el juez de la causa al negar las pretensiones de la demanda que exclusivamente se dirigieron a obtener se reconocieran efectos económicos  a la unión marital de hecho entre los compañeros, motivo por el cual se avalará la decisión impugnada, sin que puedan acogerse los argumentos planteados por el impugnante en virtud del principio de la congruencia de las sentencias que atrás se trató y que impide al juez resolver por fuera de los supuestos fácticos planteados en la demanda y porque contrario a lo que alegó, el juez no valoró las declaraciones extra proceso que incorporó la parte demandada a la actuación, las que además carecen de cualquier valor demostrativo, lo mismo que las que arrimó la demandante, porque no fueron practicadas siguiendo los lineamientos del artículo 229 del Código de Procedimiento Civil.

La actora será condenada a pagar las costas causadas en esta instancia.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de  Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE :

CONFIRMAR  la sentencia proferida el 23 de julio de 2008,  por el Juzgado Cuarto de Familia de la ciudad, en el proceso ordinario sobre unión marital de hecho que promovió la señora Liliana Gallego Loaiza contra José Reinaldo Arias Brito, ADICIONÁNDOLA para declarar infundada la tacha que formuló la demandante al testimonio rendido por la señora Laura Rosa Arias de Quintero.
Se condena a la demandante a pagar las costas causadas en esta instancia. Tásense

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los magistrados,  

CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS. 

                           GONZALO FLÓREZ MORENO




JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� Sentencia del 16 de mayo de 2000. M.P. Dr. Jorge Santos Ballesteros
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